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TEMA: El legislador solo previó para las medidas cautelares que se 

enuncian en el literal b) del artículo 590 del C.G.P., la posibilidad de 

impedirse su práctica o su levantamiento con la prestación de una caución 

por el demandado por el valor de las pretensiones que garantice el 

cumplimiento de una eventual sentencia favorable al demandante o la 

indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla; o en su 

defecto, que se sustituyan por otras cautelas que ofrezcan suficiente 

seguridad. CONFIRMA. 

 

 

Procedente del JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, arribó a esta Corporación el proceso de la referencia, con 

miras a proveer la apelación formulada por la parte demandada en 

contra de la decisión adoptada en auto del 12 de octubre de 2021, el cual 

procede a resolverse en los siguientes términos: 
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1.0.  A N T E C E D E N T E S. 

 

 

Promovieron los señores BERTA INÉS LONDOÑO GÓMEZ, JOHNNY   

DE JESÚS CUERVO LONDOÑO, HENRY DE JESÚS CUERVO   

LONDOÑO, RICARDO ALFONSO LONDOÑO GÓMEZ, HUGO 

ALBERTO CUERVO LONDOÑO, PATRICIA ELENA LONDOÑO y 

MARÍA VICTORIA CUERVO LONDOÑO, demanda VERBAL de 

responsabilidad civil extracontractual, en contra del señor FRANCISCO 

JAVIER VELÁSQUEZ URIBE y de la sociedad CONDUCCIONES 

AMÉRICA S.A. (1.1. 2020-00163 DEMANDA-ANEXOS. Pág. 1 a 17) 

 

Conjuntamente, se solicitó el decreto de la inscripción de la demanda 

sobre los inmuebles identificados con las matrículas inmobiliarias Nos. 

020-81644, 020-81645, 020-72491 y 020-67002 de la Oficina de 

Instrumentos Públicos de Rionegro y con matricula inmobiliaria 017-

2241, de la Oficina de Instrumentos Públicos de la Ceja (1.1. 2020-00163 

DEMANDA-ANEXOS. Pág. 18). 

 

Debido a lo anterior, mediante auto del 23 de septiembre de 2020, donde 

se admitió la demanda, se resolvió que previo decretar dichas medidas, la 

parte actora debía prestar caución en alguna de las formas dispuestas por 

el artículo 603 del Código General del Proceso, por la suma de 

$101.825.148, dentro de los quince días siguientes a la ejecutoria de esta 

providencia (1.6. 2020-00163 ADMITE DEMANDA 

NOT28SEPT2020). 
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Prestada la caución exigida, se decretó la medida de inscripción de 

demanda solicitada, sobre la totalidad de los bienes inmuebles 

referenciados como propiedad de la parte demandada, en auto dictado el 

22 de octubre de 2020 (2.1. 2020-00163 DECRETA MEDIDA 

NOT26OCT2020). 

 

Luego de notificada la parte demandada, el codemandado FRANCISCO 

JAVIER VELÁSQUEZ URIBE, por intermedio de su apoderado judicial, 

solicitó la reducción de las medidas cautelares decretadas de inscripción 

de demanda, por considerarlas desproporcionadas, toda vez que solo el 

inmueble con matrícula inmobiliaria No. 017-2241, tenía un avaluó 

catastral o predial de $814.357.618, el cual era superior al monto de las 

pretensiones de la parte demandante, en el caso de una eventual sentencia 

condenatoria (4.3. 2020-00163 SOLICITUD REDUCCION MEDIDAS 

15SEPT2021).  

 

Arguyó que al tenor de lo establecido en el artículo 590 del Código 

General del Proceso, el funcionario judicial, para decretar estas medidas 

cautelares debía tener en cuenta “la apariencia de buen derecho, como 

también la necesidad, efectividad y proporcionalidad de la medida” y, si 

lo estimare procedente, podía decretar una menos gravosa o diferente a la 

solicitada.  

 

Mediante auto del 12 de octubre de 2021, la a quo negó la referida 

solicitud, precisándole al petente que si lo pretendido era el 

levantamiento de la medida de inscripción decretada sobre varios de los 
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inmuebles de su propiedad, debía proceder conforme lo establecido en el  

literal b) del artículo 590 por él citado, esto es, prestar “caución por el 

valor de las pretensiones para garantizar el cumplimiento de la eventual 

sentencia favorable al demandante o la indemnización de los perjuicios 

por la imposibilidad de cumplirla. También podrá solicitar que se 

sustituyan por otras cautelas que ofrezcan suficiente seguridad.” (4.4. 

2020-00163 NIEGA LEVANTAMIENTO MEDIDAS 

NOT14OCT2021). 

 

Oportunamente, el vocero judicial del codemandado FRANCISCO 

JAVIER VELÁSQUE URIBE, formuló recurso de apelación en contra 

de la negativa antes referenciada, arguyendo que conforme a lo 

establecido a continuación del literal c del numeral 1º del artículo 590 del 

Código General del Proceso, el juez debía considerar ciertos requisitos al 

momento de decretar las medidas cautelares que el fueran solicitadas, 

como lo son: la legitimación, la amenaza o vulneración del derecho, la 

apariencia de buen derecho, la necesidad, la efectividad y la 

“PROPORCIONALIDAD”, significando este último, que debe 

examinarse si la medida en su cuantía está en equivalencia con las 

pretensiones de la demanda (4.6. 2020-00163 REPOSICIÓN – 

APELACIÓN 19OCT2021).  

 

En este sentido, expuso que, en el caso bajo estudio, se había decretado la 

inscripción de la demanda, sobre cinco inmuebles de su propiedad, los 

cuales constituían gran parte de su patrimonio, y que solo uno de los 

bienes afectados, esto es, el identificado con matrícula inmobiliaria 017-
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2241, superaba en su avaluó predial, el valor total de las pretensiones 

como se había acreditado con la solicitud de reducción. 

 

Señaló que por ello había solicitado el levantamiento de las otras 

inscripciones en los otros cuatro inmuebles, las que considera excesivas y 

exorbitantes, ya que ese solo bien, por su cuantía, garantizaría todas las 

pretensiones de la demanda, proporcionalidad que debió ser examinada 

por el operador jurídico, conforme lo faculta el legislador, para acceder a 

dicha solicitud, y no exigir una caución, ya que su petición no fue 

dirigida en ese sentido. 

 

Por último, resaltó que con las medidas cautelares decretadas se le 

estaban causado enormes perjuicios, pues se le estaba impidiendo 

disponer de su patrimonio y, en consecuencia, solicitó se revocara el auto 

recurrido y, en su lugar, se accediera a la solicitud impetrada. 

 

A pesar de no haberse formulado recurso de reposición, el juzgado de 

primera instancia, corrió traslado de la inconformidad presentada por la 

parte demandada, como si aquél se hubiese presentado de manera 

principal y la alzada de manera subsidiaria (4.8. 2020-00163 

TRASLADO RECURSO 8NOV2021) y procedió a definirlo en proveído 

fechado el 17 de enero de 2022, de manera desfavorable y, en 

consecuencia, concedió la apelación (5.3. 2020-00163 NO REPONE. 

CONCEDE APELACIÓN NOT19ENE2022). 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 
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2.1.  DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. 

 

 

Son las actuaciones que se adelantan al interior de un proceso, con la 

finalidad de garantizar los resultados de este, evitando consecuencias 

adversas que pueden ocasionarse con el transcurso del tiempo 

(evacuación de las etapas previas a la sentencia) o por eventuales actos 

fraudulentos. 

 

En palabras del tratadista italiano PIERO CALAMANDREI, tiene como 

finalidad1: 

 

“…evitar que el daño producido por la inobservancia del derecho 

resulte agravado por este inevitable retardo del remedio 

jurisdiccional (periculum in mora), está preordenada precisamente 

la actividad cautelar; la cual, mientras se esperan las providencias 

definitivas destinadas a hacer observar el derecho, provee a 

anticipar provisoriamente sus previsibles efectos.” 

 

Por su parte, el maestro HERNANDO MORALES MOLINA, explica 

este mecanismo procesal, en los siguientes términos: 

 

“…la medida cautelar o de aseguramiento como una forma de 

represión de la tutela jurídica, que en relación unas veces con el 

proceso declarativo y otras con el de ejecución y aún con procesos 

 
1 En “Instituciones de derecho procesal civil”, volumen I. Ediciones Jurídicas Europa-América 

(Buenos Aires Argentina). Pág. 157. Citado por ALFONSO RIVERA MARTÍNEZ en su obra 

“DERECHO PROCESAL CIVIL”, Parte General y pruebas. Décimo Séptima Edición.  Editorial 

LEYER EDITORES. Bogotá, 2015. Pág. 833. 
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voluntarios, se dirige a asegurar sus consecuencias mediante el 

mantenimiento del estado de hecho o de derecho (secuestro 

preventivo, en sucesiones), o a anticipar las consecuencias de 

determinada resolución judicial para no hacerla baldía, evitando 

así el daño de la demora periculum mora, para lo cual se crea un 

nuevo estado que facilite tal resultado y es lo que se denomina 

proceso o medida cautelar innovativos (alimentos e interdicción 

provisiona).  También previene el perjuicio por el anticipo de la 

cautela misma (contracautela), como ocurre con las cauciones, lo 

cual configura el proceso o medida cautelar conservativos.” 

 

Sin embargo, de cara a las consecuencias que las privaciones y 

restricciones que dichas medidas pueden generar, su procedencia ha sido 

regulada por el legislador, estableciendo algunos requisitos y 

determinando las cautelas que proceden y en qué asuntos, en los artículos 

588 y s.s. del Código General del Proceso, que pueden ser típicas o 

nominadas, que son las expresamente enunciadas en dicha normatividad, 

o atípicas o innominadas, que a pesar de no estar consideradas de manera 

expresa pueden ser decretadas petición de parte, siempre y cuando se 

cumplan los supuestos que se señalan para tal efecto. 

 

 

2.2.  DE LA INSCRIPCIÓN DE LA DEMANDA 

 

 

Es una medida de carácter conservativo, contemplada para los procesos 

declarativos taxativamente señalados, que solo recae sobre bienes 

sometidos a registro, dejando una anotación en el respetivo historial o 

certificado de bien ante la oficina encargada de tal registro, con el fin de 

vincular ese bien al proceso, sin necesidad que éste salga del comercio. 
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Así las cosas, una vez decretada esta medida y realizada la 

correspondiente anotación en el registro del bien, si existe un cambio en 

la titularidad de los derechos reales del mismo, especialmente el de 

dominio, quien lo adquiere, queda sometido a la decisión que se adopte 

dentro del proceso en la cual fue decretada, así no haya estado vinculado 

o citado en el mismo, pues dicha anotación cumple con dar publicidad a  

los terceros sobre la implicación del bien dentro de un litigio, es decir, 

que la sentencia le es oponible. 

 

Al tenor de lo establecido en los literales a) y b) del artículo 590 del 

Código General del Proceso, esta medida procede en los siguientes casos: 

 

“a) …cuando la demanda verse sobre dominio u otro derecho real 

principal, directamente o como consecuencia de una pretensión 

distinta o en subsidio de otra, o sobre una universalidad de 

bienes.” 

 

“b) …cuando en el proceso se persiga el pago de perjuicios 

provenientes de responsabilidad civil contractual o 

extracontractual.” 

 

En el primer caso, solo resulta procedente la medida sobre el bien objeto 

de la demanda, mientras que, en el segundo, podrá recaer sobre cualquier 

bien que sea propiedad del demando, en ambos casos, como se expuso 

con antelación, siempre que se trate de bienes sujetos a registro. 

 

Ahora, contempló el legislador la posibilidad de que el demandado 

pudiese impedir la práctica de la medida de inscripción de la demanda o 

solicitar su levantamiento, sólo respecto de los casos contemplados en el 

literal b) y “si presta caución por el valor de las pretensiones para 
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garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia favorable al 

demandante o la indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de 

cumplirla”, o en su defecto, también lo faculta para “solicitar que se 

sustituya por otras cautelas que ofrezcan suficiente seguridad”. 

 

 

3.0.   C A S O   C O N C R E T O. 

 

 

Estima el recurrente que, en este caso, la funcionaria judicial de primer 

grado no tuvo en cuenta los requisitos que se exigen para el decreto de las 

medidas cautelares, por lo que la decretada en este asunto sobre sus 

bienes resulta excesiva y desproporcionada y, en consecuencia, debía 

resolvérsele favorablemente la solicitud de reducción de las medidas, 

levantando la inscripción de la demanda que recae sobre los inmuebles 

con matrículas Nos. 020-81644, 020-81645, 020-72491 y 020-67002 de 

la Oficina de Instrumentos Públicos de Rionegro y solo dejar vigente la 

que pesa sobre el inmueble identificado con la matrícula No. 017-2241 de 

la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la Ceja, ya que su 

valor catastral supera el de las pretensiones de la demanda, por lo que 

sería suficiente para garantizar el pago de las mismas, ante una eventual 

sentencia favorable a los actores. 

 

Al respecto debe precisarse que los requisitos a los que alude la parte 

apelante, esto es, “la apariencia de buen derecho, …la necesidad, 

efectividad y proporcionalidad de la medida”, así como la facultad que 

se confiere al juez para “decretar una menos gravosa o diferente a la 
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solicitada”, fueron establecidos para las medidas innominadas que se 

encuentran reguladas en el literal c) del artículo 590 del Código General 

del Proceso, que es precisamente donde se alude a dichos requisitos. 

 

Por su parte, la inscripción de la demanda, que es una medida 

nominada, y que es la que es objeto en este asunto, fue regulada en los 

literales a) y b) de la misma preceptiva, en los cuales se enuncian los 

procesos donde ésta procede, debiendo el juez cognoscente, para el 

decreto de esta medida, verificar, además de que el asunto corresponda a 

la naturaleza de los que allí se relacionan, que se cumpla con los 

requisitos generales que se exigen para la procedencia de cualquier 

medida, esto es, la legitimación de quien la solicita, que corresponde a la 

parte demandante, salvo en los procesos que se establece su decreto de 

manera oficiosa y la prestación de la caución, en los términos 

contemplados en el numeral 2º ibídem. 

 

Ahora, en cuento a la posibilidad del demandado a impedir el decreto de 

dicha medida o solicitar su levantamiento, tenemos que solo previó el 

legislador dicha prerrogativa para los casos en que se solicite o se 

registre, según sea el caso, dentro de los procesos donde se persiga el 

pago de perjuicios derivados de responsabilidad civil, esto es, a los que 

alude el literal b) del precepto 590 del Código General del Proceso, como 

lo es el caso que ahora nos ocupa. 

 

En este sentido, señala el inciso 3º del citado literal, que para tal efecto, 

deberá el demandado prestar caución por valor de las pretensiones, para 

garantizar el cumplimiento de una eventual sentencia favorable a la 
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demandante, o sustituirla por otras cautelas que ofrezcan suficiente 

seguridad. 

 

Así las cosas, debe colegirse de lo reglamentado en el artículo 590 del 

Código General del Proceso, que: 

 

1. Solo fue establecida la posibilidad de impedir o levantar la inscripción 

de la demanda, cuando ésta recaiga sobre bienes del demandado, en 

proceso donde se persiga la indemnización de perjuicios como 

consecuencia de la responsabilidad que se aduzca del mismo; mas no, 

cuando se haya decretado dentro de los asuntos a los que alude el literal 

a) de la citada preceptiva. 

 

Lo anterior, en razón de que lo que se persigue en la demanda a la que se 

refiere el literal b) del artículo 590 mencionado, es asegurar el pago de la 

respectiva indemnización con el producto del remate que eventualmente 

deba hacerse del bien sobre el cual se hizo la inscripción de esa medida, 

finalidad que también puede cumplirse con la caución que preste el 

demandado para impedir o levantar dicha medida, así como con la 

sustitución que se realice por otra; mientras que en los asuntos referidos 

en el literal a) de la misma norma, la medida tiene como propósito 

preparar el registro de la eventual sentencia que altere la titularidad del 

derecho real controvertido en la demanda, por lo que esta medida no 

resulta reemplazable con una caución u otra medida. 

 

2.  En los casos en que la inscripción de la demanda se realice dentro de 

un proceso donde se persiga el pago de perjuicios proveniente de 
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responsabilidad civil, solo se contempló por el legislador que el 

demandado pudiera impedir la práctica de la medida o su levantamiento, 

con la prestación de una caución equivalente al valor de las pretensiones; 

o en su defecto que las pudiera sustituir por otras.  

 

Tal regulación, que difiere de lo dispuesto para las medidas de embargo y 

secuestro que proceden en los procesos ejecutivos, donde se faculta al 

juez al momento de decretarlas, su limitación (inciso 3º y 4º del artículo 

599 del C.G.P); se permite que, a solicitud de parte o de oficio, se 

reduzcan (artículo 600 ejusdem) y se faculta al demandado, para evitar la 

práctica de tales medidas o levantar las ya practicadas, prestar caución 

por el valor actual de la ejecución aumentada en un 5% (artículo 602 

ibídem); puede justificarse en el hecho de que las referidas medidas 

ponen los bienes fuera del comercio; mientras que la inscripción de la 

demanda, no, pues solo tiene como fin informar a terceros, como ya se 

explicó en las consideraciones, que respecto de los bienes sobre los que 

recae existe un proceso, por lo que si bien, los actos de disposición o 

limitativos que se realicen sobre el mismo son válidos, también lo es, que 

su eficacia queda supeditada hasta que se profiera la respectiva sentencia. 

 

Corolario con lo expuesto, se CONFIRMARÁ la decisión de negar la 

solicitud de reducción o levantamiento de la medida de inscripción de la 

demanda respecto de algunos bienes inmuebles, y se condenará en costas 

al codemandado FRANCISCO JAVIER VELASQUEZ URIBE, al tenor 

de lo establecido en el numeral 1º del artículo 365 del Código General 

del Proceso, las cuales serán liquidadas por el juzgado de origen, acorde 
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con lo contemplado en el inciso 1º del precepto 366 del mismo Estatuto 

Procesal. 

 

Como agencias en derecho se fijará la suma equivalente a un salario 

mínimo legal mensual vigente, esto es, UN MILLÓN CIENTO 

SESENTA MIL PESOS ($1.160.000), en atención a lo establecido en el 

numeral 7º del artículo 5º del Acuerdo PSAA16-10554 de 2016. 

 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Medellín, en Sala de Unitaria de Decisión Civil,  

 

 

R E S U E L V E:  

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la negativa a la reducción o levantamiento 

parcial de las medidas decretadas en este proceso VERBAL de 

responsabilidad civil extracontractual, instaurado por los señores BERTA 

INÉS LONDOÑO GÓMEZ, JOHNNY   DE JESÚS CUERVO 

LONDOÑO, HENRY DE JESÚS CUERVO   LONDOÑO, RICARDO 

ALFONSO LONDOÑO GÓMEZ, HUGO ALBERTO CUERVO 

LONDOÑO, PATRICIA ELENA LONDOÑO y MARÍA VICTORIA 

CUERVO LONDOÑO, en contra del señor FRANCISCO JAVIER 

VELÁSQUEZ URIBE y de la sociedad CONDUCCIONES AMÉRICA 

S.A., adoptada en auto del 12 de octubre de 2021, por el JUZGADO 

ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, por las razones 

esbozadas en la parte motiva de esta providencia 
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SEGUNDO: CONDENAR en costas a la parte demandada, a favor de la 

demandante, por haberle resultado desfavorable la apelación formulada. 

 

TERCERO: FIJAR como agencias en derecho la suma equivalente a un 

salario mínimo legal mensual vigente, esto es, UN MILLÓN CIENTO 

SESENTA MIL PESOS ($1.160.000). 

 

CUARTO: En firme la presente decisión, devuélvase el expediente 

digital al Juzgado de origen. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

La Magistrada,  

     

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 
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